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Abrir licitación pública nacional o internacional 

para evitar opacidad y actos de corrupción en 

refinería dos bocas: Mónica Bautista 
  

  

El Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 

Democrática (GPPRD), exige al gobierno federal 

evite actos de corrupción en la construcción de la 

refinería “Dos Bocas”, y abra una licitación pública 

nacional o internacional para transparentar el 

procedimiento de construcción, con el propósito de 

evitar empresas internacionales señaladas por actos 

de soborno y se priorice la inversión nacional. 

La diputa del PRD Mónica Bautista Rodríguez, 

expresó que al invitar para que participen en el 

proyecto de “Dos Bocas” a empresas con 

antecedentes de corrupción, el gobierno federal abre 

la puerta a la opacidad y corrupción, con lo que el 

presidente de la República se contradice con su 

discurso de que su administración predicará con el 

ejemplo de la honestidad y trasparencia. 

La legisladora solicitará  a través de la Junta de 

Coordinación Política (Jucopo), que la titular de la 

Secretaria de Energía, Rocío Nahle y el Director 

General de Pemex, Octavio Romero 

Oropeza,  acudan a la Cámara de Diputados para que 

expliquen el procedimiento para la invitación 

restringida, el fundamento y justificación de por qué 

los consorcios extranjeros Bechtel-Techint, y 

Worley Parsons-Jacobs, Technip FMC, 

Italoargentina, y KBR; fueron invitados por el 

gobierno de Andrés Manuel López Obrador, a pesar 

de los señalamientos de corrupción que tienen a 

nivel internacional. 

La legisladora por el Estado de México se 

pronunció porque el gobierno cumpla la Ley de 

Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 

Sector Público, y convoque a una licitación Nacional 

o internacional, y en caso de no haber participantes, 

esta se declare desierta y podrá realizarse la 

invitación restringida. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Por último consideró importante que los 

inversionistas nacionales participen para que la 

economía del país se potencialice, porque con la 

actual invitación restringida que pretenden llevar a 

cabo el gobierno federal se limita a un 50 por ciento 

en contenido nacional, por lo que el 50 por ciento 

saldrá al extranjero y con la licitación nacional el 

100 por ciento de la inversión se quedaría en nuestro 

país. 
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Si realmente no aspira a reelegirse, AMLO debe 

desistir de aparecer en la boleta en 2021: GPPRD 

  

 

El Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 

Democrática manifestó que si realmente no aspira a 

reelegirse como afirma, Andrés Manuel López 

Obrador debe desistir de aparecer en la boleta en las 

elecciones intermedias de 2021 y con el pretexto de 

la consulta sobre su mandato, fungir como jefe de 

campaña de Morena. 

El presidente de la República firmó hoy un 

pronunciamiento en el que se compromete a no 

reelegirse en 2024, pero con el pretexto de su 

compromiso de impulsar la revocación de mandato, 

argumentó que “a mediados de mi mandato, en 

2021, se deberá llevar a cabo una consulta para 

preguntar a los ciudadanos si quieren que continúe 

gobernando o que renuncie”. 

Ello, a pesar de que la minuta de consulta popular 

y revocación de mandato ni siquiera ha sido 

aprobada por el Senado de la República. 

En el marco de la discusión del dictamen de 

consulta popular y revocación de mandato en la 

Cámara de Diputados, el GPPRD planteó que 

nuestros grupos parlamentarios han presentado 

múltiples iniciativas para impulsar instrumentos de 

democracia participativa en nuestro país que 

acerquen la toma de decisiones públicas a la 

sociedad a través del fomento de su organización y 

el ejercicio de sus derechos colectivos. Tales como 

el referéndum, el plebiscito, la iniciativa popular y la 

revocación de mandato.  

También lo hemos hecho en donde hemos sido 

gobierno y, ejemplo de ello es, sin lugar a dudas, la 

Ciudad de México, con figuras como el presupuesto 

participativo, implementado desde hace varios años.  

Es por ello que resulta también muy importante 

para nosotros la figura de la revocación de mandato 

ya que, al establecer que los electores pueden retirar 

de su cargo a un servidor público de elección 

popular, antes de que complete el periodo para el 

que había sido elegido inicialmente, constituye el 

reconocimiento del Estado de que la fuente de la 

Soberanía es el Pueblo.  

Por eso argumentamos que coincidimos, en 

general, con las disposiciones que se plantearon en el 

dictamen para la consulta popular. 

Sin embargo, lo que no aceptamos y nos resulta 

del todo inadmisible es, sin lugar a dudas, lo que se 

aprobó en relación a la revocación del mandato 

porque se trastoca el espíritu democrático de este 

instrumento de participación, convirtiéndolo en una 

herramienta autoritaria que constitucionaliza la 

intervención ilegítima del titular del presidente de la 

República en las elecciones intermedias que se 

llevarán a cabo en el año 2021.  

Tendremos a un presidente que hará campaña 

disponiendo de todos los recursos del Estado, que se 

está construyendo una imagen como el gran hombre, 

caritativo y honesto, que distribuye el dinero entre 

los más pobres y que no tiene propiedades porque la 

riqueza es símbolo de indecencia.  

Por eso reiteramos en que si el compromiso del 

presidente de la República de no reelegirse es real, 

entonces no debe insistir en aparecer en la boleta en 

las elecciones intermedias de 2021 y dejar de fungir 

como jefe de campaña de Morena, porque no sólo es 

ilegal, sino inequitativo. 

 

 

Boletín No. 563 

 

 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
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Posponer tema del aborto costará vidas de 

mujeres pobres: PRD 
  

  

La coordinadora del GPPRD, Verónica Juárez Piña, 

exhortó a las comisiones de Puntos Constitucionales, 

Salud y Justicia a dictaminar a la brevedad las 

iniciativas relacionadas con la interrupción legal del 

embarazo para que los derechos de las mujeres sean 

una realidad desde el marco jurídico. 

Al opinar sobre la declaración de Mario Delgado 

Carrillo, coordinador del grupo parlamentario de 

Morena en la Cámara de Diputados en el sentido de 

que el tema se abordaría hasta el próximo periodo de 

sesiones que iniciaría en septiembre próximo, la 

legisladora perredista lamentó dicha posposición 

porque evidencia que para ese partido y para el 

Ejecutivo no son prioridad los derechos de las 

mujeres. 

Así lo demuestran -dijo- con sus determinaciones 

y acciones que atentan contra esos derechos, como lo 

evidenciaron con el caso de las guarderías infantiles 

y los refugios para mujeres víctimas de violencia. 

Estos temas y el de la interrupción legal del 

embarazo -comentó- no deberían depender de la 

opinión de una, dos o tres personas, sino del 

Legislativo en su conjunto, específicamente de la 

Legislatura de la Paridad, como se hace llamar el 

actual Congreso de la Unión. 

“Por eso exhortamos a las Comisiones de Puntos 

Constitucionales, de Salud y Justicia para que lo 

antes posible aborden y discutan las distintas 

iniciativas que desde el PRD hemos presentado y 

que también han presentado otros partidos. Ahí 

mostremos que esta Legislatura sí hace valer la 

paridad al exigir nuestros derechos. Queremos ver 

esos derechos reflejados en la Constitución y en las 

leyes, a eso le vamos a apostar”, afirmó. 

Su correligionaria Guadalupe Almaguer Pardo, 

quien presentó la primera iniciativa al respecto en 

esta LXIV Legislatura, denunció al gobierno de 

Andrés Manuel López Obrador y a sus diputados de 

Morena y otros partidos afines de negarse 

completamente a reconocer el problema de los 

abortos insalubres como un problema de salud que le 

cuesta la vida a las mujeres más humildes del país. 

En el Congreso Mexicano -agregó- hay una 

semiparálisis legislativa porque las comisiones que 

debieran dictaminar las iniciativas las tienen 

“congeladas” simple y sencillamente porque desde el 

“púlpito” de las 7:30 se prohíbe debatir o siquiera 

mencionar temas como el del aborto. 

“En el país pueden suceder muchas cosas, pero 

no nos pueden prohibir el debate de ninguna manera 

sobre los posicionamientos y sobre la defensa de los 

derechos sexuales y reproductivos que las mujeres 

hemos defendido a lo largo de los años” porque 

además -agregó- las mujeres que decidan abortar en 

cualquiera de las condiciones lo seguirán haciendo, y 

muchas, en particular las pobres, seguirán muriendo 

por hacerlo en condiciones insalubres. 

Lamentó que los legisladores de la “Cuarta T”, en 

su obcecación, no vean esta realidad y sólo atiendan 

a las ocurrencias de su presidente, quien no quiere 

reconocer que el Congreso es, en una República con 

separación de poderes, parte de los equilibrios entre 

los mismos. 

Para la Secretaria de la Comisión de Igualdad de 

Género de la Cámara de Diputados, la posposición 

del tema del aborto hasta septiembre de este año 

provocará que muchas más mujeres mueran porque 

no se les reconoce su derecho a un servicio de salud 

digno. 

Lamentó que las opiniones religiosas al respecto 

del presidente López Obrador y su secretaria de 

Gobernación, Olga Sánchez Cordero,  hagan 

nugatorio la laicidad del Estado Mexicano porque en 

los hechos hacen a un lado las leyes, las instituciones 

y a la democracia. 

“Entonces, desde la laicidad debemos impulsar 

que las y los funcionarios, el Congreso y los tres 

poderes actúen en esa tesitura y podamos debatir de 

manera libre -por supuesto con toda la información- 

los temas que enfrentamos las y los mexicanos, pero 

particularmente los más vulnerables. Son las mujeres 

pobres las que abortan en condiciones insalubres y 

por lo tanto son las que mueren”, reiteró. 

Agregó que las mujeres mexicanas, en particular 

las feministas, vienen de una larga lucha de 

resistencia y de logros en los últimos años, por lo 

que afrontarán los embates del conservadurismo de 

mentalidad obtusa y dogmática como las que 

diariamente a partir de las 7:30 se dicta desde el 

“púlpito” de López Obrador en Palacio Nacional. 

 

Boletín No. 561 
 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro,  

marzo de 2019 
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

expide la Ley Nacional que regula el Uso 

Legítimo de la Fuerza 

 

Integrantes del Grupo Parlamentario del PRD 

 

Quienes suscriben, diputados federales a la LXIV 

Legislatura del Congreso de la Unión, e integrantes 

del Grupo Parlamentario del PRD, con fundamento 

en los artículos 6 numeral 1 fracción I y 77 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos 

a consideración del Congreso de la Unión, iniciativa 

con proyecto de decreto, por el que se expide la Ley 

Nacional que regula el uso legítimo de la Fuerza. 

 

Planteamiento del problema 

 

Uno de los graves problemas que aquejan a nuestro 

país es la falta de regulación respecto del uso 

legítimo de la fuerza, por parte de las instituciones 

que desarrollan labores de seguridad pública, 

principalmente a partir de la salida de las Fuerzas 

Armadas, de manera masiva, a las calles de nuestras 

ciudades. De frente a un amplio debate que debe 

abrirse en relación a las competencias que cada uno 

de los órdenes de gobierno debe desenvolver en 

materia de seguridad pública, inmersos en una 

amplia crisis humanitaria relacionada con el combate 

armado al crimen organizado que fue implementado 

como una política unidinámica que pretendió frenar 

su expansión territorial, resulta ingente establecer 

principios básicos que permitan el legítimo uso de la 

fuerza coactiva por parte de los elementos del Estado 

para conservar el orden y la paz públicos y que, sin 

embargo, respeten los derechos humanos de las y los 

ciudadanos. Es en este contexto que presentamos 

esta Iniciativa con el objeto de salvaguardar el libre 

ejercicio de los derechos humanos de todas las 

personas en el territorio nacional y, especialmente, 

resguardar la vida de las personas. 

 

Argumentos 

 

El uso de la fuerza por los funcionarios del 

Estado es, en sí mismo, uno de los actos más graves 

que pueden ocurrir, principalmente cuando se realiza 

sin seguir las mínimas medidas de resguardo para la 

vida y la integridad de los ciudadanos. El uso 

ilegítimo de la fuerza constituye una de las 

transgresiones más graves que un funcionario de 

cualquier Estado pueda cometer en contra de los 

ciudadanos a quienes, se supone, debe proteger. Es 

por ello que, desde 1966, el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos ha previsto una serie de 

medidas que garantizan el libre ejercicio de estos 

derechos.  

De la necesidad de proteger el derecho a la vida, 

a la libertad y a la seguridad de las personas es que, 

derivado de lo anterior, la Asamblea General de la 

Organización de las Naciones Unidas, en su 

resolución 34/169 de fecha 17 de diciembre de 1979, 

se adoptó el Código de Conducta para funcionarios 

encargados de hacer cumplir la Ley. En este Código 

se define que éste se aplica a todos aquellos 

funcionarios que desempeñen funciones de policía, 

aun cuando se trate de autoridades militares. Es 

necesario señalar que, en su artículo 3, el Código 

indica que: 

 

“Los funcionarios encargados de hacer cumplir la 

ley podrán usar la fuerza sólo cuando sea 

estrictamente necesario y en la medida que lo 

requiera el desempeño de sus tareas.” 

 

Se aclara posteriormente que “…según las 

circunstancias para la prevención de un delito, para 

efectuar la detención legal de delincuentes o de 

presuntos delincuentes o para ayudar a efectuarla, no 

podrá usarse la fuerza en la medida en que exceda 

estos límites.” 

 

 

El Código expresa también que: 

 

“… En general, no deberán emplearse armas de 

fuego excepto cuando un presunto delincuente 

ofrezca resistencia armada o ponga en peligro, de 

algún modo, la vida de otras personas y no pueda 

reducirse o detenerse al presunto delincuente 

aplicando medidas menos extremas. En todo caso 

que se dispare un arma de fuego, deberá 

informarse inmediatamente a las autoridades 

competentes.” 

 

Derivado de lo anterior, en consecuencia, en 1990 la 

Oficina del Alto Comisionado para los Derechos 

Humanos promovió, a través del Octavo Congreso 

de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito 

y Tratamiento del Delincuente, la adopción de los 

Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y 

de Armas de Fuego por los Funcionarios 

encargados de hacer cumplir la Ley. 

En estos principios se “…subraya que el empleo 

de la fuerza y las armas de fuego por los 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley debe 
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conciliarse con el debido respeto de los derechos 

humanos…” 

Sin embargo, también ha sido señalado por 

diversos organismos internacionales, la necesidad de 

que las fuerzas armadas no participen directamente 

en las actividades de seguridad pública, tal como lo 

establecieron las observaciones finales e informes 

derivados de visitas a México emitidos por 

Organismos del Sistema de Naciones Unidas en 

materia de tortura y otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes, cuando indicaron que: 

 

B. Recomendaciones 

  

83. Respecto a las medidas de prevención: a) 

Retirar definitivamente a las fuerzas militares de 

labores relacionadas con la seguridad pública y 

restringir su participación a operaciones de 

apoyo con supervisión de órganos judiciales 

civiles; 

 

No obstante, el Grupo Parlamentario del PRD en la 

Cámara de Diputados, consciente de la situación de 

violencia que priva en nuestro país, ha expresado en 

diversas ocasiones que, aunque no compartimos la 

idoneidad para que las Fuerzas Armadas desarrollen 

actividades de seguridad pública que implican la 

convivencia diaria con las y los ciudadanos, también 

afirmamos que debemos iniciar un proceso acelerado 

de la construcción de nuevas instituciones policiales 

que nos permitan la superación de la situación de 

emergencia que implica la intervención directa de la 

delincuencia organizada en los cuerpos de seguridad 

pública y, consecuentemente, el regreso de los 

integrantes del Ejército y la Marina Armada a sus 

cuarteles. 

Esta iniciativa es producto de múltiples y 

variados intentos de proponer una legislación, 

indispensable para nuestro país en las actuales 

circunstancias y que derive en el fortalecimiento de 

nuestro marco jurídico que rija la actuación de las 

instituciones federales de seguridad pública. En este 

sentido, retomamos, como base, una minuta 

elaborada en la LX Legislatura y aprobada por 

unanimidad que, sin embargo, ha sido superada pese 

a que, en su momento, representaba una legislación 

de vanguardia. Hemos adicionado a este proyecto un 

capítulo específico para el manejo respecto al uso de 

la fuerza en manifestaciones pacíficas y otro para el 

de eventos tumultuarios que pueden salir del control 

de las autoridades así como uno específicamente 

dedicado a la actuación de los integrantes de las 

instituciones de seguridad pública que realizan 

patrullajes. En el mismo sentido y para que su 

actuación se apegue a los más altos estándares 

internacionales en materia de respeto a los derechos 

humanos, hemos incorporado la perspectiva de 

género en este proyecto de ley. 

La iniciativa que hoy proponemos consta de 36 

artículos divididos en once capítulos. El primero, 

dedicado a las Disposiciones Generales, establece el 

objeto y el ámbito de aplicación de la ley y las 

definiciones que se usarán a lo largo del texto 

jurídico. Resulta importante señalar que, dentro de 

las instituciones de seguridad pública, se encuentran 

comprendidas también aquellas instancias o 

dependencias federales que sean diferentes de las 

señaladas como de seguridad pública en la Ley 

General del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

pero que se encuentren desempeñándolas funciones 

aunque no sea su función prioritaria, como el 

Ejército y la Marina. 

En el Capítulo II definimos las Reglas Generales 

para el Uso de la Fuerza, delimitando las 

circunstancias en las que se permite a los integrantes 

de las instituciones de seguridad pública y los 

principios que rigen el uso legítimo de la fuerza que 

son el respeto a los derechos humanos, congruencia, 

idoneidad, legalidad, necesidad, oportunidad, 

proporcionalidad y racionalidad, definiendo 

específicamente cada uno de ellos. Adicionalmente, 

se prohíbe el uso de armas de fuego o letales salvo 

cuando sea indispensable para garantizar la vida y la 

integridad física de todas las personas, incluyendo la 

del agresor, la de terceros o la de los propios 

integrantes.  

Asimismo, se establecen las obligaciones 

generales de las instituciones de seguridad pública 

para garantizar el uso legítimo de la fuerza, entre las 

que se encuentran los procedimientos internos, 

elaboración de manuales, protocolos e instructivos 

operativos y de evaluación, control y supervisión 

especializados en el uso de la fuerza con perspectiva 

de género y una visión de derechos humanos, la 

capacitación, la investigación de todos los incidentes 

en que se haga uso de armas letales, proporcionar 

atención especializada a los elementos que hayan 

hecho uso de la fuerza letal, el establecimiento de la 

cadena de mando y los procedimientos para la 

determinación de las responsabilidades 

correspondientes, entre otros.  

Se diferencian, también, los distintos niveles 

respecto del uso de la fuerza y la prohibición expresa 

de no utilizar la fuerza con fines punitivos, no 

infligir ningún acto de tortura y de abstenerse de 

todo acto arbitrario para limitar los derechos de 
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manifestación pacífica. Asimismo, se establecen las 

obligaciones de los integrantes de las instituciones 

de seguridad pública después de usar la fuerza, entre 

las que se encuentran el proteger a la persona 

destinataria, solicitar servicios médicos para su 

atención, presentarlas inmediatamente ante la 

autoridad competente, informar al mando de los 

eventos ocurridos, preservar los indicios de la 

escena, mantenerse a disposición de las autoridades 

durante la investigación de los eventos y asistir a los 

tratamientos especializados. 

En el Capítulo III, se establecen las reglas para el 

Uso de la Fuerza en actos masivos. En este capítulo 

se estipula que, durante el resguardo y vigilancia de 

los actos masivos, debe levantarse un registro en 

video del desarrollo del operativo y resguardar las 

grabaciones de radio u otros medios de 

comunicación.  

Específicamente se prohíbe el uso de la fuerza en 

el caso de manifestaciones pacíficas, por lo que las 

instituciones de seguridad pública únicamente 

estarán presentes siendo requeridas por una 

autoridad de gobierno que se hará responsable de las 

decisiones durante el operativo. Los integrantes de 

las instituciones no podrán presentarse equipados 

con armas de fuego o letales y no podrán hacer uso 

de otro mecanismo operativo que no sea el de 

contención.  

Únicamente en caso de presentarse disturbios que 

pongan en riesgo la integridad física o la vida de los 

manifestantes, la autoridad responsable podrá 

considerarla como actos tumultuarios debido a la 

gravedad de los actos de violencia o a su incidencia. 

En estos casos, la prioridad de los integrantes de las 

instituciones de seguridad pública será la 

preservación de la vida de los agresores, la de 

terceros y la suya propia por lo que, en coordinación 

con las autoridades responsables diseñarán, de 

manera inmediata, un operativo de contención y 

control de las personas que participan en los hechos. 

Cuando los participantes en los hechos se encuentren 

armados con armas blancas, piedras o similares y 

hagan uso de ellas en contra de terceros o de los 

integrantes de las instituciones de seguridad, éstos 

podrán hacer uso de armas intermedias, las cuales 

únicamente deberán ser utilizadas para resguardar su 

vida e integridad física, la de terceros y la de los 

propios participantes y, en último término, la 

integridad de los bienes públicos o privados. 

Se establece de manera específica que la 

autoridad responsable únicamente en el caso de que 

haya evidencia física contundente de que los 

participantes se encuentran en posesión de armas de 

fuego y una vez agotados los procedimientos 

anteriores, podrán, sin poner en riesgo la vida e 

integridad física de las personas, podrán determinar 

la presencia de agentes equipados con armas de 

fuego o letales, con el objeto único de proceder a la 

disuasión y detención de los participantes. El uso de 

armas de fuego tendrá por objeto solamente 

garantizar la vida de las personas involucradas, la de 

terceros y la de los propios integrantes de las 

instituciones de seguridad pública y deberá 

procederse a realizar las investigaciones 

correspondientes para determinar su uso legítimo. 

En el Capítulo IV determinamos mediante qué 

procedimientos y en qué condiciones podrá hacerse 

uso de la fuerza durante los patrullajes en las calles 

de nuestro país. Entre estas disposiciones 

establecemos la necesidad de que la circulación de 

los vehículos debe ser visible a la población y que, 

en caso de que se requiera que los integrantes porten 

armas de fuego, esta situación deberá asentarse 

previamente en los informes correspondientes. De la 

misma manera y únicamente en caso de encontrarse 

ante una situación de agresión inminente, los 

integrantes podrán hacer uso de las armas de fuego o 

letales, procediendo a realizar todo lo necesario para 

el sometimiento de los agresores.  

Una vez superada la agresión, los integrantes de 

las instituciones de seguridad pública deberán tomar 

las previsiones necesarias para la atención médica de 

quienes hayan resultado heridos y proceder a llamar 

a las autoridades de procuración de justicia para que 

inicien los procedimientos de investigación 

correspondientes. En este sentido, es obligación de 

los integrantes la preservación de la escena y el 

someterse a los tratamientos médicos y psicológicos 

que correspondan. 

En el Capítulo V se determinan las Reglas para el 

uso de la fuerza en detenciones, dentro de las cuales 

se establece que, en primer término, se privilegiarán 

los métodos de persuasión y control, siendo la 

resistencia activa la única razón para la utilización 

de las armas intermedias y equipos de apoyo, 

procediéndose a continuación conforme lo 

establecido en el Código Nacional de 

Procedimientos Penales.  

El Capítulo VI atiende a las Reglas para el Uso 

de la Fuerza en caso de Desastres o emergencia, en 

las cuales se ponga en peligro la integridad física o 

la vida de las personas, siendo utilizada para 

evacuar, controlar o limitar su acceso a determinadas 

áreas. En el Capítulo VII, se delimitan las armas y 

equipo de apoyo que pueden ser utilizados y, en el 

Capítulo VIII, los requisitos que deberán contener 
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los Informes del Uso de la Fuerza y la utilización de 

armas de fuego. 

En el Capítulo IX se determina que deberán 

llevarse a cabo capacitación y evaluaciones 

periódicas respecto a la eficiencia sobre el uso 

legítimo de la fuerza y los derechos humanos, en 

cursos teóricos y prácticos para todos aquellos 

integrantes de las instituciones federales de 

seguridad pública o quienes, desde otras 

instituciones, desempeñen esta función. En el 

Capítulo X, se establecen las obligaciones 

resarcitorias y de indemnización de las instituciones 

de seguridad pública cuando sus integrantes recurran 

al uso ilegítimo de la fuerza, que consistirán en la 

indemnización correspondiente, sin demérito de las 

responsabilidades administrativas, civiles o penales 

en que incurran los propios integrantes. 

Por último, el Capítulo XI, establece las 

responsabilidades de los integrantes de las 

instituciones cuando incurran en el uso ilegítimo de 

la fuerza que serán determinadas conforme a la 

legislación administrativa, penal o civil que 

corresponda, incluyendo a los integrantes de las 

Fuerzas Armadas, para lo cual se actualizará lo 

determinado en el artículo 57 del Código de Justicia 

Militar. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, con 

fundamento en el artículo 71, fracción II y en el 

artículo 6 numeral 1 fracción I y 77 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados así como el artículo 8, 

fracción I del Reglamento de la Cámara de 

Senadores, plenamente comprometidos con los 

derechos humanos de las y los mexicanos, ponemos 

a consideración de este Honorable Congreso de la 

Unión la siguiente Iniciativa con: 

 

Proyecto de decreto 

 

Único. Se expide la Ley Nacional que regula el uso 

legítimo de la Fuerza: 

 

Ley Nacional que regula el Uso Legítimo de la 

Fuerza 

 

Capítulo I 

Disposiciones generales 

 

Artículo 1. La presente ley es de orden público y de 

observancia en todo el territorio nacional y tiene por 

objeto prevenir y regular el uso de la fuerza que 

ejercen los integrantes de las instituciones de 

seguridad pública y sus auxiliares así como los 

integrantes de las instituciones que desempeñen 

funciones de seguridad pública, en los casos que 

resulte necesario en cumplimiento de sus funciones. 

 

Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se 

entenderá por: 

 

I. Acción agresiva: Cuando las acciones u 

omisiones de una persona, ante una orden 

legítima comunicada por los integrantes, 

representan una agresión real, ilegal, actual o 

inminente, a la vida o integridad física propias, de 

terceros o del integrante; 

II. Acciones tumultuarias: A los actos violentos e 

ilegales que, personas reunidas en 

concentraciones, cometen en contra de una o más 

personas o que están dirigidos a dañar bienes 

públicos o privados, y que en su ejecución ponen 

en riesgo la vida o integridad física propia, las de 

terceros o las de los integrantes de las 

instituciones de seguridad pública;  

III. Armas de fuego: las autorizadas para el uso 

de los integrantes de las instituciones de 

seguridad pública, de conformidad con la Ley 

Federal de Armas de Fuego y Explosivos, y su 

Reglamento; 

IV. Armas intermedias: Aquellas que se utilizan 

para disminuir la capacidad de movilidad de una 

persona, preservando su integridad física; 

V. Armas letales: Aquellas que ocasionan o 

pueden ocasionar daños físicos, que van desde las 

lesiones graves a la muerte de una persona; 

VI. Autoridad Responsable: La autoridad de 

gobierno que solicita la intervención, el auxilio o 

el apoyo de las instituciones de seguridad 

pública. En caso de que, orgánicamente, las 

instituciones de seguridad pública dependan de la 

misma autoridad, ésta deberá nombrar un 

funcionario que actúe como su representante, 

quien no deberá pertenecer a las instituciones de 

seguridad pública. 

VII. Desaparición forzada: la privación ilegal de 

la libertad de una persona cometida por los 

integrantes de las instituciones de seguridad 

pública, en términos de la Ley General en la 

materia y en los Tratados internacionales de los 

que México forma parte; 

VIII. Detención: La restricción de la libertad de 

una persona, realizada por algún integrante de las 

instituciones de seguridad pública con el 

propósito de ponerla a disposición de la autoridad 

competente, de conformidad de legislación 

aplicable; 
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IX. Instituciones de seguridad pública: En 

términos de la Ley General del Sistema Nacional 

de Seguridad Pública, las instituciones policiales, 

de procuración de justicia, del sistema 

penitenciario y a las empresas de seguridad 

privada cuando actúen como auxiliares de las 

instituciones de Seguridad Pública. 

Adicionalmente, las instituciones o dependencias 

federales que desempeñen funciones de seguridad 

pública, aunque ésta no sea su función prioritaria; 

X. Integrante: Las personas, servidores públicos 

certificados que cuentan con nombramiento o 

asignación mediante otro instrumento jurídico 

autorizado, perteneciente a alguna de las 

instituciones que ejercen funciones de seguridad 

pública, en términos de esta Ley. En el caso de 

las y los empleados de las empresas de seguridad 

privada cuando actúen como auxiliares de las 

instituciones de seguridad pública, su 

personalidad se acreditará con el contrato y la 

ficha del Registro Nacional de Personal de 

Seguridad Pública correspondientes; 

XI. Incidente: Hecho en el que los integrantes de 

las instituciones de seguridad pública, por su 

naturaleza ilícita, violenta o por su frecuencia, se 

ven obligados al uso de la fuerza; 

XII. Ley: La Ley Nacional que regula el uso 

legítimo de la Fuerza; 

XIII. Mando operativo: Integrante que, 

jerárquicamente, tiene la responsabilidad de la 

ejecución de un operativo; 

XIV. Manifestaciones: A las concentraciones de 

varias personas que, en uso de su legítimo 

derecho, convergen pacíficamente en un tiempo y 

lugar público delimitado, para expresarse, 

cuenten o no con permisos de la autoridad;  

XV. Operativo: A la planeación y desarrollo de 

una serie de acciones y actividades de los 

integrantes de las instituciones de seguridad 

pública, cuyo objetivo es el control de una 

situación ilegal que pone en riesgo la vida y/o la 

integridad de la población. 

XVI. Patrullaje: Al desarrollo de recorridos 

organizados en los espacios públicos de 

determinado municipio o alcaldía, realizado por 

los integrantes de las instituciones de seguridad 

pública. 

XVII. Reglamento: Al Reglamento de la Ley 

Nacional que regula el uso legítimo de la Fuerza; 

XVIII. Resistencia activa: Cuando una o varias 

personas se niegan a obedecer una orden legítima 

comunicada por un integrante, realizando 

acciones u omisiones que ocasionan o pueden 

ocasionar daños o lesiones a sí mismo, a un 

tercero o a los propios integrantes; 

XIX. Resistencia pasiva: Cuando una o varias 

personas se niegan, en forma pacífica, a obedecer 

una orden legítima, comunicada en forma directa 

por algún integrante, quien previamente se 

identificó como tal; 

XX. Sometimiento: La contención legítima que 

realiza un integrante sobre los movimientos de 

una persona, con el fin de inmovilizarla y 

asegurarla, sin poner en riesgo su integridad 

física o su vida, en términos de lo establecido en 

esta ley; 

XXI. Tortura o tratos crueles inhumanos y 

degradantes: Las conductas descritas en la Ley de 

la materia y en los Tratados Internacionales de 

los que México forma parte, y 

XXII. Uso de la fuerza: El uso legítimo de 

técnicas, tácticas y métodos de control sobre las 

personas que se ubican en algunos de los 

supuestos establecidos en la presente ley, así 

como en otras disposiciones aplicables. 

 

 

Capítulo II 

Reglas generales para el uso de la fuerza 

 

 

Artículo 3. Son circunstancias que permiten a los 

integrantes de las instituciones de seguridad pública 

hacer uso de la fuerza, las siguientes: 

 

I. Legítima defensa ante una agresión actual o 

inminente que ponga en riesgo la integridad física 

o la vida de las personas; 

II. Cumplimiento de un deber legal o el mandato 

de una autoridad; 

III. Someter a la persona que se resista a la 

detención ordenada por una autoridad competente 

o luego de haber cometido un hecho que la ley 

tipifica como delito en flagrancia; 

IV. Prevenir la comisión de conductas ilícitas; y 

V. Proteger o defender la vida o integridad física 

de terceros o bienes jurídicos tutelados. 

 

Los integrantes de las instituciones de seguridad 

pública deberán actuar, en todo momento, con base 

en los principios establecidos en el artículo 4 de esta 

ley. 

 

Artículo 4. El uso de la fuerza, en los casos que sea 

necesario, se hará atendiendo a los principios de 

respeto a los derechos humanos, congruencia, 



ÁGORA  miércoles 20  de marzo de 2019 

 

pág. 10 

 

idoneidad, legalidad, necesidad, oportunidad, 

proporcionalidad y racionalidad.  

 

 

El uso de la fuerza es: 

 

I. Congruente: Cuando se utiliza, de manera 

exclusiva, para lograr los objetivos de la 

autoridad o de la actuación del integrante de las 

instituciones de seguridad pública, en ejercicio de 

sus funciones, 

II. Idónea: Cuando el equipo y técnicas 

empleados son los adecuados y aptos para 

garantizar la defensa y protección de las personas 

y mantener la tranquilidad de la sociedad, siendo 

utilizados solamente para repeler una agresión 

ante una acción violenta. 

III. Legal: Cuando se realiza en los supuestos 

previstos y conforme a los procedimientos 

descritos en la presente ley o demás disposiciones 

aplicables de manera expresa. 

IV. Necesaria: Cuando es estrictamente inevitable 

para garantizar la vida y la integridad de las 

personas y la suya propia así como el ejercicio de 

los derechos de los ciudadanos. 

V. Oportuna: Cuando se aplica en el momento en 

que se requiere para evitar el daño a la integridad 

o vida de las personas y lograr los fines de la 

seguridad pública. 

VI. Proporcional: Cuando se aplica en el nivel 

necesario para lograr el control de la o las 

personas que, intencionalmente, agreden a otras 

personas o a los integrantes de las instituciones 

de seguridad pública, y 

VII. Racional: Cuando es el producto de una 

decisión que valora el objetivo que se persigue, 

las circunstancias del caso y las capacidades de 

los integrantes de las instituciones de seguridad 

pública. 

 

 

Artículo 5. Queda prohibido el uso de armas de 

fuego o letales, salvo cuando sea indispensable para 

garantizar la vida y la integridad física de todas las 

personas, incluyendo la del agresor, la de terceros o 

la de los integrantes de las instituciones de seguridad 

pública, según lo dispuesto en esta ley. 

     En todo caso en que sean utilizadas armas de 

fuego o letales, la autoridad responsable deberá 

iniciar las investigaciones y brindar la atención física 

y psicológica que corresponda para los integrantes 

involucrados en los incidentes. 

 

Artículo 6. Son obligaciones generales de las 

instituciones de seguridad pública respecto del uso 

de la fuerza por sus integrantes: 

 

I. Establecer procedimientos internos para regular 

el uso de la fuerza, sustentados en la 

infraestructura técnica y material necesaria, la 

planeación y los principios especializados de 

operación; 

II. Elaborar manuales, protocolos e instructivos 

operativos, así como de evaluación, control y 

supervisión especializados relativos al uso de la 

fuerza con una perspectiva de género y una visión 

de derechos humanos; 

III. Establecer mecanismos de control, 

almacenamiento y asignación de armas de fuego, 

así como procedimientos para asegurar que los 

integrantes de las instituciones de seguridad 

pública cumplan con los términos de las licencias 

de portación de las armas de fuego y/o 

municiones bajo su custodia; 

IV. Establecer los mecanismos para proteger la 

vida e integridad física de sus integrantes; 

V. Implementar acciones, programas de 

capacitación en derechos humanos y cursos, de 

manera permanente, para evitar cualquier acto de 

desaparición forzada o tortura o trato cruel, 

inhumano y/o degradante, relacionado con el uso 

de la fuerza por parte de sus integrantes; 

VI. Determinar los avisos de advertencia que 

deberán darse a la ciudadanía cuando sean 

necesarios por motivo de sus funciones, 

específicamente en el caso de desastres naturales 

y durante el desarrollo de operativos y 

patrullajes; 

VII. Investigar, sin que medie denuncia previa, 

todos los incidentes en que los integrantes de las 

instituciones de seguridad pública hagan uso de 

armas letales o de fuego, con el objetivo de 

determinar la legitimidad de su actuación.  

VIII. Inquirir y valorar los incidentes en que se 

use la fuerza por sus integrantes desde la óptica 

de los principios de actuación, con la finalidad de 

aplicar las medidas preventivas que resulten 

procedentes y mejorar el desempeño de las 

instituciones de seguridad pública; 

IX. Regular y controlar el uso de armas no 

letales, a fin de reducir al mínimo el riesgo de 

causar daño a las personas; 

X. Dotar a sus integrantes del equipo adecuado 

para el cumplimiento de sus funciones; 

XI. Proporcionar atención especializada a los 

elementos que hayan intervenido en situaciones 
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en las que se haya empleado la fuerza letal o 

armas de fuego, para superar situaciones de 

tensión u otras afectaciones de tipo psicológico; 

XII. Determinar en los manuales administrativos 

y protocolos de actuación, la cadena de mando en 

las instituciones de seguridad pública, 

principalmente durante la ejecución de los 

operativos que pudieran derivar en acciones de 

uso de la fuerza en cualquiera de sus niveles; 

XIII. Establecer los procedimientos para 

determinar las correspondientes 

responsabilidades dentro de la cadena de mando 

cuando se ordene, se tenga conocimiento, o 

debiera haberse tenido, de que los integrantes de 

las instituciones de seguridad pública bajo su 

mando recurrieron, o han recurrido, al uso ilícito 

de la fuerza, en cualquiera de sus modalidades, 

especialmente, en los incidentes que involucren 

el uso de la fuerza letal o de armas de fuego así 

como durante el desarrollo de patrullajes; 

XIV. Garantizar que los integrantes no sean 

trasladados y se encuentren a disponibilidad de 

las autoridades disciplinarias o de procuración de 

justicia, durante el transcurso de las 

investigaciones, cuando hayan participado en 

incidentes que involucren el uso de la fuerza letal 

o de armas de fuego; 

XV. Garantizar el respeto de sus derechos y 

brindar la asistencia necesaria, a los integrantes 

de las instituciones de seguridad pública que, en 

cumplimiento de los principios y 

responsabilidades establecidos en esta ley y en 

otras leyes relativas, hagan uso legítimo de la 

fuerza; 

XVI. Garantizar el respeto de sus derechos y 

brindar la asistencia necesaria, a los integrantes 

de las instituciones de seguridad pública que, en 

cumplimiento de los principios y 

responsabilidades establecidos en esta ley y en 

otras leyes relativas, se nieguen a ejecutar una 

orden de emplear la fuerza letal o armas de fuego 

en situaciones que, a su juicio, no la justifican o 

resulten ilegítimas, o lo denuncien por otros 

funcionarios; 

XVII. Atender oportunamente las solicitudes de 

información o recomendaciones de las 

autoridades u organismos competentes respecto 

del uso legítimo de la fuerza por parte de sus 

integrantes, y 

XVIII. Preservar los indicios en el caso de uso de 

fuerza. 

  

 

Artículo 7. Los distintos niveles en el uso de la 

fuerza, en los casos de resistencia o enfrentamiento 

de los integrantes de las instituciones de seguridad 

pública con personas aisladas, son: 

 

I. Persuasión o disuasión: a través de órdenes o 

instrucciones directas, verbales o señales de los 

integrantes de las instituciones de seguridad 

pública, en ejercicio de sus funciones; 

II. Reducción física de movimientos: mediante 

tácticas especializadas, métodos o instrumentos 

que permitan someter a las personas; 

III. Utilización de armas intermedias: a fin de 

someter la resistencia de una o de varias 

personas, y 

IV. Utilización de armas de fuego o de fuerza 

letal: a efecto de someter las acciones de 

agresión. 

 

 

Artículo 8. La actuación de los integrantes de las 

instituciones de seguridad pública, respecto al uso de 

la fuerza, estará sujeta a las siguientes prohibiciones: 

 

I. No usar la fuerza con fines punitivos o de 

venganza, 

II. No infligir, instigar o tolerar ningún acto de 

tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos 

o degradantes, y 

III. Abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar 

indebidamente las acciones o manifestaciones 

que, en ejercicio de sus derechos constitucionales 

y con carácter pacífico, realice la población. 

 

 

Las demás que establezca la presente ley, su 

reglamento y demás disposiciones aplicables. 

 

 

Artículo 9. Con el propósito de neutralizar la 

resistencia o agresión de una persona que está 

infringiendo o acaba de infringir alguna disposición 

jurídica; para cumplir las órdenes lícitas giradas por 

autoridades competentes, así como para prevenir la 

comisión de delitos e infracciones y proteger o 

defender bienes jurídicos, los integrantes de las 

instituciones de seguridad pública deberán, en 

primera instancia, dar órdenes verbales directas y 

solamente en caso de desobediencia o resistencia, 

implementarán el uso de la fuerza, a partir de las 

siguientes directrices: 
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I. Sin utilizar armas, cuando para vencer la 

resistencia pasiva de las personas, realice las 

acciones necesarias para tal propósito; 

II. Con la utilización de armas intermedias, 

cuando para neutralizar la resistencia activa de 

una persona haga uso del equipo e instrumentos 

autorizados, con excepción de las armas de 

fuego, y 

III. Con el uso de armas de fuego o letales, 

cuando se presente el caso de agresión. 

 

 

Artículo 10. Son obligaciones de los integrantes de 

las instituciones de seguridad pública, después de 

usar la fuerza, las siguientes: 

 

 

I. Proteger a la persona destinataria del uso de 

fuerza, respetando en todo momento sus derechos 

humanos, preservando prioritariamente su 

integridad física; 

II. Solicitar inmediatamente los servicios 

médicos, cuando el uso de la fuerza haya 

producido lesiones; 

III. Presentar inmediatamente a las personas 

detenidas ante la autoridad competente e 

informar, por medio de los registros 

correspondientes, de la detención; 

IV. Informar de inmediato a su mando superior 

de los eventos ocurridos y resultados del uso de 

la fuerza, con el objeto de que se realicen las 

investigaciones correspondientes;  

V. Preservar los indicios y la escena, para la 

investigación; 

VI. Mantenerse a disposición de las autoridades 

disciplinarias y de investigación, durante su 

desarrollo, y 

VII. Asistir a los tratamientos psicológicos, 

médicos u otros especializados que resuelva la 

institución. 

 

 

En caso de ser posible, se deberá informar a los 

familiares que la persona señale, sobre su estado de 

salud y, en su caso, del lugar donde será atendido, a 

través del medio de comunicación disponible. 

 

 

Artículo 11. Las disposiciones de la presente ley son 

aplicables dentro de las instalaciones de los centros 

penitenciarios, por lo que las decisiones respecto del 

uso de la fuerza no se verán influidas por el hecho de 

que los destinatarios se encuentren dentro de éstas, 

sea como visitantes o como personas privadas de su 

libertad. 

 

 

Capítulo III 

Reglas para el Uso de la Fuerza en actos masivos 

 

 

Artículo 12. En todo operativo destinado al 

resguardo y vigilancia de actos masivos, los mandos 

deberán: 

 

I. Levantar un registro en video del desarrollo del 

operativo, y 

II. Resguardar las grabaciones de radio u otros 

medios de comunicación. 

 

Estos registros y grabaciones deberán encontrarse 

disponibles por siete días, en el caso de no haberse 

utilizado la fuerza o de no haberse presentado 

ningún incidente. 

     En el caso de haberse utilizado la fuerza o 

haberse presentado incidentes, deberán preservarse 

durante el tiempo que duren las investigaciones. 

Estos registros y grabaciones deberán quedar bajo la 

custodia de las autoridades disciplinarias de la 

institución o de las de procuración de justicia, en su 

caso.  

 

Artículo 13. En el caso de las manifestaciones, las 

instituciones de seguridad pública únicamente 

estarán presentes cuando así sea requerido por la 

autoridad responsable y para auxiliarla en el 

resguardo y buen desarrollo de la manifestación. La 

autoridad responsable nombrará un representante, 

quien será el encargado de entablar la comunicación 

y el diálogo con los manifestantes, cuando así se 

requiera. 

     Los integrantes de las instituciones de seguridad 

pública no podrán presentarse a las manifestaciones 

equipados con armas de fuego o letales. No podrán 

hacer uso de ningún otro mecanismo de operación 

que no sea el de contención, privilegiando la 

preservación de la integridad física de los 

manifestantes, las personas en general y ellos 

mismos. De manera preferente, y cuando así lo 

considere necesario la autoridad responsable, serán 

integrantes femeninos quienes acompañen el 

desarrollo de la manifestación. 

 

Las instituciones federales de seguridad pública 

actuarán bajo requerimiento expreso de la autoridad 
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responsable, bajo su supervisión y en los siguientes 

supuestos: 

 

I. Coadyuvarán con la autoridad responsable en la 

contención de los manifestantes, siempre de 

manera pacífica y sin agresión, a través de 

instrucciones directas, verbales o señalizadas; 

II. Operarán, en coordinación con la autoridad 

responsable, los protocolos para la protección de 

las personas y la preservación de la paz pública, 

mediante tácticas especializadas que permitan la 

disuasión o persuasión de los manifestantes. 

 

Sólo en el caso excepcional de que, durante el 

desarrollo de la manifestación se produjeran actos 

delictivos o de violencia aislados, los integrantes de 

las instituciones de seguridad pública actuarán 

conforme a lo establecido en las fracciones I y II del 

artículo 7 de esta ley. 

 

Artículo 14. Únicamente en caso de presentarse 

disturbios que pongan en riesgo la integridad física o 

la vida de los manifestantes, la autoridad responsable 

determinará, en coordinación con los mandos 

operativos de las instituciones de seguridad pública, 

si se cubren los requisitos establecidos en el artículo 

15 para considerarla como actos tumultuarios debido 

a:  

 

I. La gravedad de los actos de violencia que se 

produzcan durante la manifestación,  

II. Su incidencia.  

 

En tal caso, los integrantes de las instituciones de 

seguridad pública procederán conforme a lo 

establecido en esta ley y la autoridad responsable 

dará aviso a las autoridades de procuración de 

justicia para que se proceda a levantar las 

investigaciones correspondientes. 

 

Artículo 15. Cuando se produzcan actos 

tumultuarios, las instituciones de seguridad pública 

actuarán conforme a lo siguiente: 

 

I. Al tomar conocimiento del hecho, por sí o por 

las autoridades responsables, las instituciones de 

seguridad pública realizarán acciones para 

contener las acciones violentas, ilegales e 

ilegítimas de las personas, garantizando en 

primer lugar, su vida, la de terceros y la de los 

propios integrantes de las instituciones de 

seguridad pública; 

II. Se informará a las autoridades responsables 

para que, en coordinación con las instituciones de 

seguridad pública, de manera inmediata y en la 

medida en que sea posible, diseñen los operativos 

de contención y control de las personas que 

participan en los hechos. 

III. En el caso de que los participantes en los 

hechos se encuentren armados con armas blancas, 

piedras o similares y hagan uso de ellas en contra 

de terceros o de los integrantes de las 

instituciones de seguridad pública, o para la 

destrucción de bienes públicos o privados, éstos 

podrán hacer uso de armas intermedias, las cuales 

únicamente podrán ser utilizadas para resguardar 

la vida y la integridad física de los participantes 

en los hechos, las de terceros y las de los 

integrantes de las instituciones de seguridad 

pública y, en último término, de la integridad de 

los bienes públicos o privados. 

IV. Únicamente en el caso de que haya evidencia 

física contundente de que los participantes en 

estas acciones se encuentran en posesión de 

armas de fuego, las instituciones de seguridad 

pública podrán, una vez agotados los 

procedimientos anteriores y sin poner en riesgo la 

vida e integridad física de sus integrantes, 

determinar la presencia de sus integrantes 

equipados con armas de fuego o letales, en la 

cantidad necesaria con el objeto único de 

proceder a la disuasión y detención de los 

participantes en los hechos; 

V. El uso de armas de fuego o letales, en estos 

casos, tendrá por objeto únicamente, garantizar la 

vida de las personas involucradas, la de terceros y 

la de los propios integrantes de las instituciones 

de seguridad pública. Toda acción u operativo 

que involucre el uso de armas de fuego deberá ser 

investigado de oficio para determinar su uso 

legítimo y los integrantes involucrados deberán 

ser sometidos a los tratamientos médicos y 

psicológicos correspondientes. 

 

Las autoridades responsables tratarán en todo 

momento de establecer mecanismos de diálogo y 

comunicación con quienes aparenten encabezar los 

hechos. 
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Capítulo IV 

Reglas para el Uso de la Fuerza en Patrullajes 

 

 

Artículo 16. Durante los patrullajes, los integrantes 

de las instituciones de seguridad pública deberán, en 

todo momento, portar los uniformes distintivos 

correspondientes y los vehículos deberán tener las 

torretas, luces y/o sirenas prendidas para alertar a la 

población de su presencia. 

     En caso de que, en la planeación del operativo 

requiera que durante los patrullajes, los integrantes 

de las instituciones de seguridad pública deban 

portar armas de fuego o letales debido a las 

condiciones de seguridad, con el objeto de preservar 

su vida y su integridad, esta situación deberá quedar 

asentada, previamente, en los informes 

correspondientes. 

 

Artículo 17. En el caso de que, durante el desarrollo 

de algún patrullaje los integrantes de las 

instituciones de seguridad pública sean objeto de 

alguna agresión con armas de fuego o letales que 

ponga en riesgo la integridad física o la vida de 

terceros o la suya propia, podrán hacer uso de la 

fuerza en legítima defensa, conforme a lo siguiente: 

 

I. Una vez que haya evidencia de la inminente 

agresión con armas de fuego, los integrantes 

deberán hacer saber a quienes se encuentren 

presentes, su carácter oficial así como que se 

encuentran portando armas de fuego o letales y la 

advertencia del uso de la fuerza en su defensa; 

II. Los integrantes deberán procurar el resguardo 

y protección de la integridad física y la vida de 

las personas no involucradas en la agresión; 

III. Los integrantes velarán, en lo posible, por la 

preservación de la integridad física y la vida de 

los agresores, procurando su sometimiento; 

IV. Una vez controlado el incidente y cuando no 

exista ningún riesgo, de manera inmediata, los 

integrantes deberán solicitar el auxilio de los 

servicios de emergencia para la atención de las 

personas que pudieran haber resultado afectadas, 

heridas o fallecidas así como de las instituciones 

de procuración de justicia para iniciar las 

investigaciones correspondientes; 

V. En cuanto sea posible, los integrantes deberán 

poner en conocimiento de las personas 

responsables de los operativos respecto del 

incidente y sus consecuencias así como preservar 

la escena de los hechos; 

VI. Durante el desarrollo de todos los patrullajes 

deberá levantarse memoria en video y deberá 

conservarse la grabación del audio de las 

comunicaciones internas que permitan realizar las 

investigaciones correspondientes; cuando no se 

requiera el uso de armas de fuego o letales, esta 

memoria deberá ser resguardada por siete días, en 

caso contrario, durante todo el tiempo que 

requieran las investigaciones; 

VII. Los integrantes y sus mandos operativos 

deberán mantenerse a disposición de las 

autoridades disciplinarias y de procuración de 

justicia, durante su desarrollo, y 

VIII. Toda acción u operativo que involucre el 

uso de armas de fuego deberá ser investigado de 

oficio para determinar su uso legítimo y los 

integrantes involucrados deberán ser sometidos a 

los tratamientos médicos y psicológicos 

correspondientes. 

 

 

Capítulo V 

Reglas para el Uso de la Fuerza en detenciones de 

personas 

 

 

Artículo 18. En los casos de detención en los que se 

presuma la necesidad del uso de la fuerza, los 

integrantes de las instituciones de seguridad pública 

evaluarán la situación para determinar 

inmediatamente el nivel de fuerza que utilizará, 

consultando a sus superiores jerárquicos. 

 

Artículo 19. Cuando en la detención de una persona 

sea necesario usar la fuerza, se observará lo 

siguiente: 

 

 

I. En principio, se preferirán medios y técnicas de 

persuasión y control distintos al enfrentamiento, 

tales como, la negociación o convencimiento, con 

el fin de reducir al mínimo daños a la integridad 

física de las personas, y 

II. Al identificar niveles de resistencia menor o 

resistencia activa, se utilizarán preferentemente 

armas intermedias y equipos de apoyo. 

 

Para el uso de armas letales o de fuego, en su caso, 

se estará a lo dispuesto en los artículos 4 y 6 de esta 

ley. 
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Artículo 20. Concretada la detención, el integrante 

de las instituciones de seguridad pública se asegurará 

de que la persona no se provocará ningún daño y que 

no representa un peligro para sí o para los demás. En 

adelante, se actuará conforme a lo establecido en el 

Código Nacional de Procedimientos Penales y 

demás disposiciones aplicables. 

 

Artículo 21. Si la persona que se opone a la 

detención o al cumplimiento de una orden legítima 

de la autoridad se encuentra armado, el integrante de 

las instituciones de seguridad pública realizará las 

acciones necesarias para garantizar la vida y la 

integridad de las demás personas y las suyas propias. 

 

Artículo 22. Las instituciones de seguridad pública 

elaborarán los manuales, reglamentos y protocolos 

de actuación específica que permitan el ejercicio de 

sus funciones. 

 

Artículo 23. Será responsabilidad de quien custodie 

a las personas detenidas que, en todo momento, se 

resguarde su integridad, especialmente la sexual y se 

impidan los actos de tortura o desaparición forzada. 

Cuando la persona detenida lo denuncie, se seguirán 

los protocolos especialmente diseñados por las 

instituciones al efecto conforme a la ley en la 

materia y se dará comunicación inmediata al 

Superior. Las responsabilidades penales se 

perseguirán de manera independiente a los 

procedimientos administrativos internos. 

 

 

Capítulo VI 

Reglas para el Uso de la Fuerza en Caso de 

Desastres o Emergencia 

 

 

Artículo 24. En caso de desastres o emergencias, en 

que existan situaciones graves que pongan en peligro 

la integridad física o la vida de las personas, las 

instituciones de seguridad pública, en su caso, se 

coordinarán con las autoridades de protección civil 

para apoyarlas en el cumplimiento de sus objetivos. 

     En caso de que sea necesario usar la fuerza para 

evacuar, controlar o limitar el acceso de las personas 

a áreas que representan un riesgo para ellas, se 

seguirán las siguientes reglas: 

 

I. En principio se implementarán medios y 

técnicas de contención, persuasión o disuasión; 

II. Si los medios y técnicas a que se refiere la 

fracción anterior no lograran su objetivo, se 

utilizarán los principios del uso de la fuerza para 

la resistencia pasiva, y 

III. En caso de peligro inminente para las 

personas y de presentarse algún tipo de 

resistencia activa, se podrán utilizar diferentes 

niveles de fuerza, sin llegar nunca al uso de las 

armas letales. 

 

 

Capítulo VII 

De las Armas y Equipo de Apoyo que Pueden ser 

Usados por los Integrantes de las Instituciones de 

Seguridad Pública 

 

 

Artículo 25. En términos de las leyes de la materia, 

las instituciones de seguridad pública, proveerán a 

sus integrantes de las armas intermedias y de fuego, 

instrumentos y equipos necesarios para el 

cumplimiento de sus funciones, actualizándolas 

conforme al desarrollo de diseños y tecnologías que 

reduzcan sus niveles de riesgo. 

 

Artículo 26. Las instituciones de seguridad pública, 

dispondrán las medidas necesarias para mantener los 

niveles de efectividad de las armas, instrumentos y 

equipos, a través del mantenimiento especializado. 

 

Artículo 27. Se consideran armas intermedias, para 

los efectos de la presente ley, los instrumentos y 

equipo de apoyo en la función policial, que permiten 

controlar a un individuo, dejarlo inmovilizado o 

repeler una agresión. 

 

Son armas intermedias: 

 

 

I. El bastón policial con empuñadura lateral; 

II. El bastón policial recto; 

III. El bastón policial corto, y 

IV. Las demás que autoricen el reglamento y 

demás disposiciones jurídicas aplicables. 

 

Las esposas de sujeción de muñecas o tobillos, son 

considerados equipo de apoyo. 

 

 

Capítulo VIII 

De los Informes del uso de la fuerza y de la 

utilización de armas de fuego 

 

Artículo 28. Toda acción u operativo que involucre 

uso de la fuerza en cualquiera de sus niveles deberá 
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ser motivo de un informe, el cual deberá contener, al 

menos, la evidencia física de los hechos cuando sea 

posible, las grabaciones de audio y video a que se 

refiere el artículo 12 en su caso, una descripción 

sucinta de los hechos y circunstancias que exigieron 

el uso de la fuerza, así como la justificación que 

sustentó el nivel de uso de la fuerza. 

     En los casos en que se haya hecho uso de armas 

de fuego o letales, el informe será individualizado y 

deberá incluir al menos los siguientes aspectos: 

 

I. Fecha, hora y lugar donde se efectuaron los 

disparos y autoridad responsable que solicitó o 

mandató la intervención, el auxilio u operativo; 

II. Unidad que participa y los nombres de sus 

mandos; 

III. Causas de la acción; 

IV. Motivo por el cual el integrante de la 

institución, hizo uso del arma de fuego; 

V. Sobre qué personas u objetos se efectuaron los 

disparos; 

VI. Tipo de armas y municiones empleadas; 

VII. Las consecuencias de los disparos, y 

VIII. Un diagrama de la escena de los hechos. 

 

 

Capítulo IX 

De la capacitación y certificación para el uso de la 

fuerza a los integrantes de las instituciones de 

seguridad pública 

 

 

Artículo 29. En el diseño de los programas de 

profesionalización, capacitación y actualización que 

lleven a cabo las instituciones de seguridad pública, 

deberán incluirse asignaturas y cursos teóricos y 

prácticos especializados sobre el uso legítimo de la 

fuerza y respeto a los derechos humanos. 

 

Artículo 30. Las instituciones de seguridad pública 

establecerán un programa de evaluaciones periódicas 

de acuerdo a estándares de eficiencia sobre el uso de 

la fuerza. 

 

 

Capítulo X 

De la indemnización en caso de que se declare la 

existencia de uso ilícito de la fuerza 

 

 

Artículo 31. Las instituciones de seguridad pública, 

deberán asumir la debida responsabilidad cuando sus 

integrantes recurran al uso ilegítimo de la fuerza y de 

las armas de fuego y se encontrarán obligadas a 

adoptar las medidas correspondientes para impedir, 

eliminar y denunciar ese uso, garantizando el 

derecho a la no repetición. Lo anterior sin demérito 

de las responsabilidades administrativas, civiles o 

penales que el integrante tenga debido a su actuación 

ilegal. 

 

Artículo 32. Los particulares que hayan sufrido un 

daño en su persona o bienes, con motivo del uso 

ilícito de la fuerza por parte de los integrantes de 

alguna institución de seguridad pública, cuando así 

haya sido declarado por la autoridad competente, 

tendrán derecho a que se les cubra una 

indemnización, en términos de la Ley Federal de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado o de la ley 

estatal en la materia, según corresponda. 

     Esta indemnización también incluirá el 

reconocimiento público de la institución de 

seguridad pública de que se trate, de su 

responsabilidad por los hechos por el uso ilegítimo 

de la fuerza, así como la reparación integral del daño 

a las víctimas directas e indirectas de los hechos, en 

términos de lo establecido en la Ley General de 

Víctimas y demás ordenamientos jurídicos 

aplicables. 

 

Artículo 33. Las instituciones de seguridad pública 

celebrarán un contrato de seguro, de conformidad 

con la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial 

del Estado o la legislación estatal aplicable, que 

cubra los daños ocasionados por sus integrantes a 

personas, bienes muebles o inmuebles públicos o 

privados, cuando se declare por las autoridades 

competentes el uso ilícito de la fuerza. 

 

 

Capítulo XI 

De las responsabilidades de los integrantes de las 

Instituciones de Seguridad Pública por el uso 

ilícito de la fuerza. 

 

 

Artículo 34. Las responsabilidades que asuman las 

instituciones de seguridad pública en virtud de lo 

dispuesto en esta ley, no exime de la responsabilidad 

administrativa, civil o penal que, conforme a la 

legislación aplicable, resulte para los integrantes de 

las instituciones de seguridad pública debido al uso 

ilícito de la fuerza. 

     En todo caso, serán las autoridades disciplinarias 

o de procuración e impartición de justicia quienes, 

después de realizada la investigación 
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correspondiente, determinen si procede dicha 

responsabilidad. 

 

Artículo 35. Las responsabilidades administrativas 

resultantes derivadas de las investigaciones de las 

autoridades disciplinarias de la institución no eximen 

de las responsabilidades administrativas, civiles o 

penales determinadas por la autoridad 

correspondiente. 

 

Artículo 36. En el caso de los integrantes de las 

Fuerzas Armadas, se estará a lo determinado en el 

artículo 57 del Código de Justicia Militar, cuando el 

uso ilícito de la fuerza haya sido cometido en contra 

de un civil. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Transitorios 

 

Primero. La presente ley entrará en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

     Segundo. El Ejecutivo federal, dentro de un 

plazo de 180 días, contados a partir de la entrada en 

vigor de la presente ley, deberá emitir el Reglamento 

de la Ley Nacional que regula el Uso legítimo de la 

Fuerza. 

 

Suscriben: diputados Abril Alcalá Padilla, Antonio 

Ortega Martínez, Claudia Reyes Montiel, Frida 

Alejandra Esparza Márquez, José Guadalupe 

Aguilera Rojas, Ma. Guadalupe Almaguer Pardo, 

Mónica Almeida López, Mónica Bautista Rodríguez, 

Norma Azucena Rodríguez Zamora, Raymundo 

García Gutiérrez, Verónica Beatriz Juárez Piña.  

 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 

 marzo de 2019 
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Iniciativa con proyecto de decreto que reforma 

los artículos 35 y 73 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos en materia de 

participación ciudadana 

 

 

Diputada Frida Alejandra Esparza Márquez 

 

 

La suscrita, diputada federal de la LXIV Legislatura 

del Congreso de la Unión, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido de la Revolución 

Democrática, con fundamento en los artículos 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y en los artículos 6, numeral 1, 

fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración de esta soberanía 

la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que 

reforma los artículos 35 y 73 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia 

de Participación Ciudadana, al tenor de los 

siguientes elementos. 

 

Planteamiento del problema 

 

La presente iniciativa tiene por objeto reconocer en 

la Constitución el derecho de la participación 

ciudadana en la gestión pública, reconociendo ésta 

como un proceso de incidencia en las decisiones 

públicas así como en la formulación, ejecución y 

evaluación de la función pública, habilitando una 

nueva relación de la administración pública con la 

ciudadanía. 

También se propone incluir como facultad del 

Congreso de la Unión el legislar sobre la materia de 

participación ciudadana en la gestión pública, 

mandatando la expedición de una ley general que 

establezca principios y bases para que las 

autoridades de todos los órdenes de gobierno 

garanticen este derecho.  

Si bien se han venido reconociendo derechos 

políticos a la ciudadanía mexicana, complementarios 

a los de votar y ser votado, como el de participar en 

las consultas públicas y el de presentar iniciativas 

ciudadanas, el derecho humano de participación 

ciudadana en la gestión pública es un concepto 

mucho más complejo y diverso, que no se limita ni 

se agota en los mecanismos de participación ya 

reconocidos en la Constitución y que el Estado 

mexicano debe garantizar en correspondencia con 

diversos tratados internacionales suscritos.  

En los últimos treinta años México ha transitado 

de ser un sistema político con un partido 

hegemónico, a contar con una democracia en 

consolidación que ha permitido varias transiciones 

políticas. El cambio ha venido sobre todo desde la 

sociedad, acompañando procesos democratizadores 

y muchas veces empujando desde fuera, con su 

participación activa, los cambios que se requieren. 

Hoy la transición democrática no sería posible sin la 

participación decidida de la sociedad civil y el 

acompañamiento de diversos sectores de la sociedad.  

Por otro lado, la complejidad de los problemas 

públicos ha ido en aumento en los últimos años. Si 

antes era posible que el gobierno se asumiera como 

el agente central y único para la resolución de los 

problemas públicos, las diversas crisis fiscales y de 

legitimidad de los últimos tiempos han ido 

demostrando que es necesario cambiar el modelo de 

gobernanza sobre todo ante la complejidad de los 

problemas de nuestros tiempos. No se trata del 

tamaño del Estado, sino de su funcionamiento.  

En este sentido, la sociedad también puede 

ocupar un papel diferente. Si bien en los últimos 

años se han incorporado reformas que reconocen y 

establecen ciertos mecanismos de participación 

ciudadana, estos son limitados con respecto a la 

amplitud de posibilidades que significa incorporar a 

la ciudadanía, no como un problema sino como parte 

de la solución. En su diversidad, la sociedad puede 

contribuir a identificar problemas públicos, 

estructurar sus causas, a identificar errores en el 

diseño de programas y políticas.  

La capacidad técnica y presupuestal de cualquier 

gobierno es limitada. La sociedad en general, y la 

sociedad civil organizada en particular, tiene 

recursos, conocimientos y habilidades que 

potencialmente pueden ser aprovechados para la 

resolución de problemas públicos. Reconocer este 

activo en el arte de las políticas públicas abre un 

panorama, al ver a la democracia participativa como 

un complemento de la democracia representativa.  

Incorporar y reconocer en la Constitución el 

derecho a la participación ciudadana en la gestión 

pública también puede fortalecer que políticas 

públicas de gobierno abierto en todos los órdenes de 

gobierno cuenten con el fundamento legal necesario, 

fundamentando el actuar de los servidores públicos 

al abrir el proceso de políticas públicas a toda la 

diversidad que implica la participación ciudadana.  
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Argumentación 

 

Aunque aparentemente el concepto de participación 

social y participación ciudadana pueden ser 

sinónimos, hay numerosos académicos que 

distinguen de manera clara los alcances de una y 

otra.  

De acuerdo con el análisis de Azucena Serrano 

Rodríguez, la participación social es aquella en la 

cual los individuos pertenecen a asociaciones u 

organizaciones para defender los intereses de sus 

integrantes, pero el Estado no es el principal locutor, 

sino otras instituciones sociales. Mientras que:  

"La participación ciudadana es aquella donde la 

sociedad posee una injerencia directa con el Estado; 

así mismo, tiene una visión más amplia de lo 

público. Esta participación está muy relacionada con 

el involucramiento de los ciudadanos en la 

administración pública. Los mecanismos de 

democracia directa (iniciativa de ley, referéndum, 

plebiscito y consultas ciudadanas, la revocación de 

mandato y la cooperación de los ciudadanos en la 

prestación de servicios o en la elaboración de 

políticas públicas son formas de participación 

ciudadana" (Serrano Rodríguez, 2015) 

Todos estos tipos de participación son muy 

importantes en los regímenes democráticos, porque 

nos permiten vigilar y controlar la gestión de 

nuestros gobernantes; además es la manera en la que 

la ciudadanía se hace escuchar y  puede tomar parte 

en los asuntos públicos. De acuerdo con Robert Dahl 

(Poliarchy, Participation and Opposition, 1971), un 

sistema no se puede considerar democrático si los 

ciudadanos no tienen la oportunidad de participar 

efectivamente en el espacio público.  

En el marco del Consejo Latinoamericano de 

Administración para el Desarrollo, México ha sido  

parte del diseño y compromiso de las Cartas 

Iberoamericanas las cuales son resultado de 

consensos alcanzados por los gobiernos 

iberoamericanos en materia de buen gobierno y 

administración pública. En las Cartas aparecen 

principios, orientaciones, fundamentos, derechos y 

obligaciones para los Estados, los funcionarios, 

incluyendo sus empleados y los ciudadanos. 

(Sebastián, 2019) 

En el centro de todas las cartas se encuentra el 

ciudadano y sus derechos, y son un documento de 

referencia para nuestro contexto mexicano.  

En lo que corresponde a la participación, México 

adoptó la Carta Iberoamericana de Participación 

Ciudadana en el marco de la Cumbre en Portugal en 

2009. Cabe resaltar que uno de los documentos 

pilares del CLAD, "Gestión Pública Iberoamericana 

para el siglo XXI",  y el documento "Una Nueva 

Gestión Pública para América Latina" constituyen 

hoy una línea paradigmática que hasta la fecha sigue 

siendo vigente en los conceptos de Administración 

Pública en América Latina y en México. (Sebastián, 

2019)  

En la Carta Iberoamericana referida, se entiende 

el concepto de participación ciudadana en la gestión 

pública, como:  

El proceso de construcción social de las políticas 

públicas que, conforme al interés general de la 

sociedad democrática, canaliza, da respuesta o 

amplía los derechos económicos, sociales, culturales, 

políticos y civiles de las personas, y los derechos de 

las organizaciones o grupos en que se integran, así 

como los de las comunidades y pueblos indígenas. 

(CLAD, 2009) 

En este sentido, se considera que la participación 

es fundamental en la democracia, consustancial con 

los principios de representación política, y 

complementarios a éstos, y permite expandir y 

profundizar la democracia y su gobernabilidad.  

La participación ciudadana en la gestión pública, 

de acuerdo con la Carta, refuerza la posición activa 

de los ciudadanos y las ciudadanas como miembros 

de sus comunidades, permite la expresión y defensa 

de sus intereses, el aprovechamiento de sus 

experiencias y la potenciación de sus capacidades, 

contribuyendo de esta manera a mejorar la calidad 

de vida de la población.  

También establece la Carta que la participación 

ciudadana en la gestión, debe combinar formas 

orgánicas con formas procedimentales. Se añade, 

además, que el objeto es tender a la 

institucionalización de la participación como a la 

modificación de los equilibrios de poder a favor de 

aquellos que se encuentren sub-representados en los 

circuitos de decisiones. Algo importante es que la 

Carta no efectúa distinciones según el derecho a 

participar, sea colectivo o personal. En este sentido 

se supone que el derecho de organizarse en 

colectivos sociales y organizaciones representativas 

no limita la participación individual o personal que 

pudiera realizarse.  

Los componentes básicos del derecho de 

participación ciudadana en la gestión pública 

aparecen desarrollados en el Punto 35 de la Carta. 

Allí se consigna la necesidad de que los 

ordenamientos jurídicos estatales reconozcan a todos 

los habitantes el derecho genérico de participación 

ciudadana en la gestión pública y garanticen su 

ejercicio efectivo.  
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En la Carta también se señala el derecho de 

"seguir, medir y evaluar la gestión pública y sus 

resultados, de conformidad con las necesidades y 

ópticas de la ciudadanía, de los colectivos sociales y 

pueblos indígenas".   

Aunque todavía no hay una incorporación del 

concepto de gobierno abierto al marco jurídico 

constitucional o de leyes secundarias, conviene 

considerar los conceptos de gobierno abierto todavía 

que México ha sido parte de la fundación de la 

Alianza por el Gobierno Abierto.  

La Alianza para el Gobierno Abierto (AGA - 

Open Government Partnership) (CEPAL, 2018), es 

un esfuerzo global para ampliar la frontera en la 

mejora del desempeño y de la calidad de los 

gobiernos. Esta iniciativa fue creada en septiembre 

de 2011, y está orientada a propiciar compromisos 

concretos desde los gobiernos para promover la 

transparencia, aumentar la participación ciudadana 

en el debate y en la decisión de los asuntos públicos, 

combatir la corrupción y aprovechar las nuevas 

tecnologías para robustecer la gobernanza 

democrática y la calidad de los servicios públicos.  

La AGA definió como uno de sus valores 

centrales la promoción de la participación ciudadana 

tanto en los procesos de toma de decisiones como en 

la formulación de políticas públicas. A través de sus 

iniciativas enmarcadas dentro de sus planes de 

Gobierno Abierto, las instituciones integrantes de la 

AGA buscan la disponibilidad de espacios en los que 

la ciudadanía pueda participar en la toma de 

decisiones.  

Por su parte el Instituto Nacional de Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos 

personales, INAI, se considera que el gobierno 

abierto como un esquema de gestión y producción de 

políticas orientado a la atención y solución 

colaborativa de los problemas públicos con base en 

colegiados plurales y, en cuyo trabajo, convergen la 

transparencia y la participación ciudadana como 

criterios básicos, en un ambiente de rendición de 

cuentas e innovación social. (INAI, 2016) 

En este sentido, el INAI enumera los escenarios 

de la participación, potencialidades que mejoran  la 

calidad de la gestión pública y la resolución de 

problemas:  

 

* La participación propicia condiciones que 

posibilitan el involucramiento informado de los 

ciudadanos en todas las fases de desarrollo de las 

políticas.  

* Los espacios de participación aseguran la 

interlocución y la incidencia social efectiva en la 

toma de decisiones, así como en el diseño y 

evaluación institucional.  

* La participación social detona soluciones social 

y tecnológicamente innovadoras  a viejos 

problemas.  

* La participación social implica la existencia de 

espacios diversos que permiten 1) identificar y 

recolectar preferencias, 2) consultar a los 

ciudadanos sobre las acciones y decisiones de 

gobierno, y 3) involucrar a los públicos 

interesados en la co-creación de soluciones a los 

problemas públicos.  

* Las instituciones públicas propician la 

consolidación de espacios formales de 

participación ciudadana, sin inhibir la 

participación espontánea e diversos actores 

sociales en todas las fases del ciclo de políticas.  

 

Los tipos y canales de participación ciudadana 

pueden incluir múltiples formas de participación, 

relacionadas con la resolución de problemas 

comunitarios, votaciones directas en asambleas, 

involucramiento en campañas, protestas, acciones de 

voluntariado, peticiones ciudadanas, actividad de 

grupos o asociaciones, o entrega de opiniones o 

propuestas mediante el uso de consultas públicas. A 

nivel local, uno de los mecanismos de participación 

ciudadana que involucran el abrir el proceso de toma 

de decisiones lo constituyen los presupuestos 

participativos. Es decir, la democracia participativa 

no se limita a la consulta popular, referéndum o 

plebiscito. 

La organización internacional para la 

Participación Pública (IAPP por su siglas en inglés) 

desarrolló el Espectro de la Participación a fin de 

identificar los niveles en los que ocurre la misma, el 

objetivo de cada nivel, el tipo y alcance del 

compromiso el gobierno con el público y las 

posibles herramientas que mayormente se usan en 

cada uno de los niveles.  

Los diferentes niveles de participación e 

involucramiento, dan cuenta del orden del 

compromiso de los actores gubernamentales con la 

distribución del poder mediante la toma de 

decisiones colaborativa.  
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Tabla 1. Niveles y herramientas de la participación ciudadana 

Niveles Objetivo Compromiso 

Informar Dar al público información clara y objetiva 

para apoyarlo tanto en la comprensión del 

problema, como en las alternativas y 

posibles soluciones. 

Les mantendremos informados. 

Consultar Obtener retroalimentación al público al 

analizar alternativas y posibles 

soluciones. 

Les mantendremos informados, escucharemos 

sus inquietudes y les haremos saber cómo su 

participación influyó en la decisión final. 

Involucrar Trabajar directamente con el público 

durante el proceso, con el fin de confirmar 

que sus inquietudes hayan sido 

entendidas y tomadas en cuenta.  

Trabajaremos con el público para asegurarnos de 

que sus inquietudes se reflejen directamente en el 

desarrollo de alternativas, y que puedan 

reconocer cómo influyó su participación en la 

decisión final. 

Colaborar Establecer relaciones con el público para 

analizar cada aspecto de la decisión, 

incluyendo el desarrollo de alternativas, y 

la identificación de la mejor solución. 

Buscaremos su asesoría para la formulación de 

soluciones. Incorporaremos sus comentarios y 

recomendaciones en el proceso de toma de 

decisiones, tanto como nos sea posible. 

Empoderar Dejar en manos del público la toma de 

decisión final.  

Implementaremos la decisión de la comunidad. 

 Fuente: Spectrum of Public Participation. Elaboración propia.  
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Como vemos, la consulta y los foros pueden ser 

apenas algunos de los diferentes mecanismos y 

niveles de involucramiento de la participación 

ciudadana en el proceso de las políticas públicas.  

En este sentido, reconocer el derecho a la 

participación en la gestión pública como un derecho 

de la ciudadanía mexicana, habilitaría la posibilidad 

de que se legisle una Ley General de Participación 

Ciudadana, de tal manera que haya el marco jurídico 

que permita ampliar los causes de la democracia 

participativa en México.  

 

Ordenamientos a modificar 

 

La presente iniciativa con proyecto de decreto, se 

plantea la modificación de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos de la siguiente 

manera:  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Se propone incorporar la participación ciudadana en 

la gestión pública como un derecho de los 

ciudadanos mexicanos, añadiendo una fracción al 

artículo 35 incorporando directamente la definición 

de este derecho como el proceso mediante el cual la 

ciudadanía busca incidir en las decisiones públicas 

así como en la formulación, ejecución, evaluación y 

control del ejercicio de la función pública.  

Por otro lado se plantea en esta misma iniciativa la 

facultad del Congreso de la Unión para legislar en 

materia de participación ciudadana en la gestión 

pública. Este último aspecto ha sido uno de los 

principales limitantes para la legislación en esta 

materia, ya que expresamente la constitución no 

reconoce esta materia legislativa al Congreso de la 

Unión.  

Para ilustrar mejor lo expuesto, a continuación se 

presenta el siguiente cuadro comparativo:  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Tabla 2. Cuadro comparativo de las modificaciones propuestas a la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos 

Texto vigente Propuesta de modificación 

Artículo 35. Son derechos del ciudadano:  

 I a VIII … 

Sin correlativo.  

 

Artículo 35. Son derechos del ciudadano:  

 I al VIII … 

IX. Ejercer la participación ciudadana en la gestión 

pública, entendida esta como el proceso mediante el 

cual la ciudadanía, individual o colectivamente, tiene 

por objetivo incidir en las decisiones públicas así como 

en la formulación, ejecución, evaluación y control del 

ejercicio de los asuntos de gobierno, con el objetivo de 

contribuir en la solución de problemas públicos, en los 

términos que la ley señale.   

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  

I a XXXI … 

Sin correlativo 

 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  

I a XXXI … 

XXXII. Para expedir la ley general reglamentaria que 

establezca los principios y bases en materia de 

participación ciudadana en la gestión pública de todos 

los niveles de gobierno.  
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De aceptarse esta iniciativa de reforma, incorporar 

en la Constitución el establecimiento de la 

participación ciudadana como un derecho y la 

facultad del Congreso de la Unión a legislar sobre 

dicha materia, sería el inicio de un proceso 

legislativo que daría lugar a una Ley General de 

Participación Ciudadana, construido de ser posible 

mediante Parlamento Abierto, que establezca las 

características generales, principios rectores, sujetos 

con facultad y derecho, definiciones, procedimientos 

y demás requerimientos para que la sociedad 

mexicana pueda en la realidad ejercer en plenitud la 

democracia participativa en los asuntos públicos.  

 

En virtud de lo anteriormente expuesto, se pone a 

consideración de esta asamblea el siguiente: 

 

Proyecto de decreto 

 

Primero. Se adiciona una fracción IX al artículo 35 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como se indica a 

continuación: 

 

Artículo 35. Son derechos del ciudadano:  

 

I. al VIII. …   

IX. Ejercer la participación ciudadana en la 

gestión pública, entendida esta como el proceso 

mediante el cual la ciudadanía, individual o 

colectivamente, tiene por objetivo incidir en las 

decisiones públicas así como en la formulación, 

ejecución, evaluación y control del ejercicio de 

los asuntos de gobierno, con el objetivo de 

contribuir en la solución de problemas públicos, 

en los términos que la ley señale.   

 

Segundo. Se adiciona una fracción al artículo 73 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como se indica a 

continuación: 

 

Artículo 73. El Congreso tiene la facultad:  

 

I. a XXXI. … 

XXXII. Para expedir la ley general reglamentaria 

que establezca los principios y bases en materia 

de participación ciudadana en la gestión pública 

de todos los niveles de gobierno. 

 

 

 

  

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá 

expedir la Ley General de la fracción IX del artículo 

35, así como las reformas que correspondan a los 

demás ordenamientos necesarios, en un plazo de un 

año a partir de la fecha de publicación del presente 

decreto.  

Tercero. Las Legislaturas de los Estados tendrán 

un plazo de un año, contado a partir de su entrada en 

vigor, para armonizar su normatividad conforme a lo 

establecido en el presente Decreto.  
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